
TÍTULO SEXTO 
 

DE LA DETERMINACIÓN DE LAS OBLIGACIONES FISCALES 
 
 

CAPÍTULO I 
 

DECLARACIÓN JURADA Y LIQUIDACIÓN ADMINISTRATIVA DE LOS TRIBUTOS 
 
Declaraciones juradas. 
ARTÍCULO 59 -La determinación de las obligaciones fiscales se efectuará mediante declaración 
jurada que los contribuyentes y demás responsables están obligados a presentar a la 
Administración Provincial de Impuestos en la forma y tiempo que la ley,  el Poder Ejecutivo o la 
Administración Provincial de Impuestos establezcan, salvo cuando este Código u otra ley fiscal 
especial indique expresamente otro procedimiento. 

Cuando la Administración lo juzgue necesario, podrá también hacer extensiva esa obligación a 
los terceros que de cualquier modo intervengan en las operaciones o transacciones de los 
contribuyentes y demás responsables, que están vinculados a los hechos gravados por este 
Código o leyes fiscales especiales. 

La Administración Provincial de Impuestos queda facultada para reemplazar, total o 
parcialmente, el régimen de Declaración Jurada por otro sistema que cumpla dicha finalidad.   

Declaraciones Juradas. Contenido. 
ARTÍCULO 60 - La declaración jurada deberá contener todos los elementos y datos necesarios 
para hacer conocer el hecho imponible y, en su caso, el monto de la obligación fiscal 
correspondiente. 
 
Obligatoriedad de Pago. Declaración Jurada Rectificativa. 
ARTÍCULO 61 -El contribuyente o responsable  queda obligado al pago del tributo que resulte 
de su declaración jurada, cuyo monto no podrá reducir por declaraciones posteriores,  salvo en 
los casos de error material  o de concepto cometidos en la misma y sin perjuicio de la obligación 
que en definitiva determine la Administración Provincial de Impuestos. 
 
El contribuyente o responsable podrá presentar la declaración jurada rectificativa aludida 
precedentemente, si antes no se hubiera determinado de oficio la obligación tributaria. 
 
Si de la declaración jurada rectificativa surgiera saldo a favor de la Administración Provincial de 
Impuestos, el pago se hará conforme lo establecido en este Código. Si el saldo fuera favorable 
al contribuyente o responsable, se aplicará lo dispuesto en el Título Octavo. 
 
Liquidación Administrativa. 
ARTÍCULO 62 -La Administración Provincial de Impuestos podrá disponer con carácter general, 
cuando así convenga y lo requiera la naturaleza del gravamen a recaudar, la liquidación 



administrativa tributaria sobre la base de datos aportados por los contribuyentes, responsables, 
terceros y/o los que ella posea. 
 
Liquidaciones administrativas expedidas mediante sistemas de computación. 
ARTÍCULO 63 -Las liquidaciones a que se refiere el artículo anterior, de gravámenes, 
accesorios, actualizaciones y anticipos expedidas por la Administración Provincial de Impuestos 
mediante sistemas de computación, constituirán títulos suficientes a los efectos de la intimación 
de pago de los mismos si contienen, además de los otros requisitos y enunciaciones que les 
fueran propios, la sola impresión del nombre y del cargo del Administrador Provincial, los 
Administradores Regionales y/o los funcionarios que resulten competentes. 
 
ARTÍCULO 64 –Cuando se trate de liquidaciones efectuadas con arreglo al artículo 62 del 
presente Código, el contribuyente o responsable podrá manifestar su disconformidad con 
respecto a los valores que se liquidan mediante reclamo que deberá interponerse dentro de los 
treinta (30) días posteriores al primer vencimiento del gravamen, conforme a la normativa 
vigente. 
 
La referida disconformidad –excepto el caso en que se tratare de error material o de cálculo en 
la liquidación del impuesto o de la situación prevista para el Impuesto Inmobiliario en el artículo 
siguiente- deberá dilucidarse a través del procedimiento de determinación de oficio. 
 
Contra el rechazo del reclamo interpuesto podrán deducirse los recursos previstos en este 
Código, excepto el caso previsto en el párrafo siguiente. 
 
En el caso en que la disconformidad se refiera exclusivamente a error material o de cálculo en 
la liquidación del impuesto,  se resolverá, con efecto suspensivo, dentro del término de treinta 
(30) días de su interposición, sin sustanciación, pronunciamiento que podrá reclamarse sólo por 
la vía de repetición prevista en este Código. 
 
Liquidaciones de Impuesto Inmobiliario.     
ARTÍCULO 65 –Cuando con motivo de liquidaciones practicadas por la Administración,  se 
cuestione una modificación de los datos valuativos del inmueble, el contribuyente o responsable 
podrá manifestar su disconformidad ante el Organismo dentro de la temporalidad prevista por el 
artículo precedente y únicamente en el supuesto de no haberse planteado con anterioridad o 
simultáneamente dicha disconformidad ante el Servicio de Catastro e Información Territorial, en 
cuyo caso se tendrá por no presentado. 
 
Dentro de los cinco (5) días de recepcionada la impugnación, se otorgará intervención a dicho 
organismo a los fines de que dentro del término de ciento veinte (120) días dicte resolución 
respecto a la disconformidad planteada, notificando el acto al contribuyente. Una vez firme la 
resolución, las actuaciones se remitirán en devolución a la Administración Provincial de 
Impuestos para que efectúe la liquidación del tributo. 
 



Las liquidaciones que practique la Administración Provincial de Impuestos serán susceptibles 
de ser impugnadas dentro del marco recursivo del Decreto N° 10.204/1958 o la norma que en el 
futuro lo reemplace. 
 
 
 
 
 

CAPÍTULO II 
 

DETERMINACIÓN DE OFICIO 

Verificación de la declaración jurada. 
ARTÍCULO66 -A fin de asegurar el correcto cumplimiento de las obligaciones establecidas por 
este Código o leyes especiales, la Administración  verificará la situación tributaria de 
contribuyentes y responsables, hayan o no presentado declaración jurada y determinará de 
oficio sus obligaciones fiscales en los siguientes casos: 

 
1) Cuando los contribuyentes o responsables no hubieran presentado declaración jurada. 
2) Cuando la declaración jurada fuese impugnable a juicio de la Administración. 
 

Determinación de Oficio Total o Parcial. 
ARTÍCULO 67 – La determinación de oficio será total con respecto al período fiscal y tributo  de 
que se trate, debiendo comprender todos los elementos de la obligación tributaria, salvo cuando 
en la resolución respectiva se hubiere dejado expresa constancia del carácter parcial de dicha 
determinación y definidos los aspectos y el período que han sido objeto de la verificación en 
cuyo caso, serán susceptibles de modificación aquellos no considerados expresamente.     
 
Determinación Sobre Base Cierta y Sobre Base Presunta. 

ARTÍCULO 68 – En las situaciones mencionadas en el artículo 66, la Administración podrá 
hacer la determinación fiscal de oficio sobre base cierta o sobre base presunta, de acuerdo a lo 
previsto en el presente artículo.   
 
La determinación de oficio sobre base cierta corresponderá cuando el contribuyente o 
responsable, en su caso, en el tiempo y forma que establezca la Administración Provincial de 
Impuestos, suministre a ésta todos los elementos comprobatorios de las operaciones o 
situaciones que constituyan hechos imponibles y no merecieran impugnación con causa, o 
cuando este Código u otra ley establezcan taxativamente los hechos y las circunstancias que la 
Administración Provincial de Impuestos debe tener en cuenta a los fines de la determinación. 
 
En los demás casos, o cuando medien dos o más requerimientos para que se aporten los 
elementos antes mencionados, (o aquellos que la Administración Provincial de Impuestos 
estime necesario para tal fin), la determinación se efectuará sobre base presunta tomando en 
consideración todos los hechos y circunstancias que, por su vinculación o conexión normal con 



los que este Código o leyes tributarias especiales definan como hechos imponibles, permitan 
inducir en el caso particular su existencia y monto.    
 
Para efectuar la determinación de oficio sobre base presunta podrán servir como indicio entre 
otros: el capital invertido en la explotación, las fluctuaciones patrimoniales, el volumen de las 
transacciones y/o ventas de otros períodos fiscales, el monto de las compras, utilidades, la 
existencia de mercaderías, el rendimiento normal del negocio o explotación o de empresas 
similares dedicadas al mismo ramo, los gastos generales de aquellos, los salarios, el alquiler 
del negocio o de la casa habitación, el nivel de vida del contribuyente y cualesquiera otros 
elementos de juicio que obren en poder de la Administración Provincial de Impuestos o que 
proporcionaren los agentes de retención, percepción y/o recaudación, cámaras de comercio o 
industria, bancos, asociaciones gremiales, entidades públicas o privadas, o cualquier otra 
información relacionada con el contribuyente y que resulte vinculada con la verificación de los 
hechos imponibles. 
 
ARTÍCULO 69 – A los efectos de la determinación de oficio sobre base presunta, podrá tomarse 
como presunción general, salvo prueba en contrario, que: 
 

a) Las diferencias del inventario de mercaderías comprobadas por la Administración, 
cualitativamente representan montos de ingresos gravados omitidos, mediante la aplicación 
del siguiente procedimiento: si el inventario constatado por la fiscalización fuera superior al 
declarado, la diferencia resultante se considerará como utilidad bruta del período fiscal 
cerrado inmediato anterior a aquél en que se verifiquen tales diferencias y que se 
corresponden con ventas o ingresos omitidos del mismo período. 

 
A fin de determinar las ventas o ingresos omitidos citados precedentemente, se multiplicará la 
suma que representa la utilidad bruta omitida por el coeficiente que resulte de dividir las ventas 
declaradas por el obligado sobre la utilidad bruta declarada, perteneciente al período fiscal 
cerrado inmediato anterior y que conste en sus declaraciones juradas impositivas o que surjan 
de otros elementos de juicio a falta de aquéllas. 
 

b) Ante la comprobación de la omisión de contabilizar, registrar o declarar:  
 

1. Ventas o ingresos, el monto detectado se considerará para la base imponible. 
 
2. Compras,  determinado el monto de las mismas, se considerarán ventas omitidas el 
monto resultante de adicionar a las compras omitidas el porcentaje de utilidad bruta 
sobre compras declaradas por el obligado en sus declaraciones juradas impositivas y 
otros elementos de juicio a falta de aquellas, del ejercicio. 

 
c) Gastos, se considerará que el monto omitido y comprobado, representa utilidad bruta 
omitida del período fiscal al que pertenezcan los gastos y que se corresponden con ventas 
o ingresos omitidos del mismo período. A fin de determinar las ventas o ingresos omitidos 
citados precedentemente, se aplicará el procedimiento establecido en el segundo párrafo 
del inciso a) del presente artículo.  
 



d) Diferencias de ingresos entre la materia imponible declarada y la determinada conforme 
al siguiente procedimiento: controlar los ingresos durante no menos de diez días, continuos 
o alternados, de un mismo mes; el promedio de ingresos de los días controlados se 
multiplicará por el total de días hábiles comerciales del mes obteniéndose así el monto de 
ingresos presuntos de dicho período. 

 
Si se promedian los ingresos de tres meses continuos o  alternados de un ejercicio fiscal, en la 
forma que se detalla en el párrafo anterior, el promedio resultante puede aplicarse a cualquiera 
de los meses no controlados del mismo ejercicio. 
 
En todos los casos el promedio obtenido deberá tener en cuenta el factor estacional. 
 
También la Administración Provincial de Impuestos podrá efectuar la determinación calculando 
las ventas o servicios realizados por el contribuyente en función de cualquier índice que puede 
obtener, tales como el consumo de gas o energía eléctrica, adquisición de materias primas o 
envases, el pago de salarios, el monto de los servicios de transporte utilizados, el valor del total 
del activo propio o ajeno o de alguna parte del mismo. 
 
Este detalle es meramente enunciativo y su empleo podrá realizarse individualmente o 
utilizando diversos índices en forma combinada y aplicarse ya sea proyectando datos del mismo 
contribuyente de ejercicios anteriores o de terceros que desarrollen una actividad similar, de 
forma de obtener los montos de ventas o servicios proporcionales a los índices en cuestión. 
 
En todos los casos en que se presuman ventas omitidas, las mismas deberán considerarse 
gravadas en la misma proporción que las declaradas por el contribuyente, salvo prueba en 
contrario. 
 
A los fines de la determinación de oficio presunta, los indicadores detallados precedentemente 
son meramente enunciativos. 
 
Procedimiento.        
ARTÍCULO 70 – De las actuaciones administrativas y de las impugnaciones o cargo que se 
formulen, proporcionando detallado fundamento de los mismos, el funcionario competente, que 
no podrá poseer jerarquía inferior a la de subdirector, correrá vista al contribuyente y/o 
responsable, para que en el término de quince (15) días, que    podrá ser prorrogado por otro 
lapso igual y por única vez, formule por escrito su descargo y ofrezca o presente las pruebas 
que hagan a su derecho. 
 
El interesado podrá agregar informes, certificaciones o pericias producidas por profesionales 
con título habilitante. No se admitirán las pruebas inconducentes ni las presentadas fuera de 
término. 
 
El interesado dispondrá para la producción de la prueba del término que a tal efecto le fije la 
Administración,  que en ningún supuesto podrá ser inferior a treinta (30) días, prorrogable a 
pedido de parte, por un lapso igual y por única vez. 



La Administración podrá disponer medidas para mejor proveer en cualquier estado del trámite, 
con noticia al interesado. 
 
Vencido el término probatorio o cumplidas las medidas para mejor proveer, la Administración 
dictará resolución fundada, dentro de los noventa (90) días siguientes, determinando el tributo e 
intimando el pago dentro del plazo de quince (15) días al contribuyente y/o responsable, 
incluyendo en su caso, las razones del rechazo de las pruebas consideradas inconducentes o 
no sustanciadas. 
 
Transcurrido ese plazo sin el dictado de resolución, el contribuyente podrá pedir pronto 
despacho debiendo la Administración Provincial de Impuestos dictarla en el plazo de (30) días, 
caso contrario operará la caducidad del procedimiento de determinación de oficio y sólo podrá 
iniciarse un nuevo procedimiento previa autorización del Ministerio de Economía. 
 
La determinación deberá contener lo adeudado en concepto de tributos y, en su caso, multa, 
con el interés resarcitorio y la actualización, cuando correspondiesen, calculados hasta la fecha 
que se indique en la misma, sin perjuicio de la prosecución del curso de los mismos, con arreglo 
a las normas legales y reglamentarias pertinentes. 
 
No será necesario dictar resolución que determine total o parcialmente la obligación tributaria, 
cuando cualquiera de los sujetos pasivos intervinientes en el procedimiento se allanare, lo que 
surtirá los efectos de una declaración jurada para el contribuyente y de una determinación por el 
fisco para la Administración, salvo respecto de las sanciones previstas en el, y si perjuicio de la 
aplicación de multa a los deberes formales. 
 
El procedimiento del presente artículo deberá incluir también a aquellos respecto de quienes se 
quiera efectivizar la responsabilidad solidaria del artículo 28 de este Código. 
 
Efectos.   
ARTÍCULO 71 – La resolución determinativa de oficio dictada por la Administración quedará 
firme a los quince (15) días de notificada, salvo que dentro de ese término se interponga alguno 
de los recursos previstos en este Código. 
 
Si la determinación de oficio resultara inferior a la realidad, quedará subsistente la obligación 
del contribuyente de así denunciarlo y satisfacer el impuesto correspondiente al excedente, bajo 
pena de las sanciones de esta ley. 
 
La determinación del juez administrativo del impuesto, en forma cierta o presuntiva, una vez 
firme, sólo podrá ser modificada en contra del contribuyente en los siguientes casos: 
 

a) Cuando en la resolución respectiva se hubiere dejado expresa constancia del carácter 
parcial de la determinación de oficio practicada, y definidos los aspectos que han sido 
objeto de la fiscalización, en cuyo caso sólo serán susceptibles de modificación aquellos 
aspectos no considerados expresamente en la determinación anterior.     
 



b) Cuando surjan nuevos elementos de juicio o se compruebe la existencia de error, 
omisión o dolo en la exhibición o consideración de los que sirvieron de base a la 
determinación anterior (cifras de ingresos, egresos, valores de inversión y otros). 

 
ARTÍCULO 72 – Cuando en la declaración jurada se computen contra el impuesto determinado, 
conceptos o importes improcedentes, provenientes de retenciones, percepciones, 
recaudaciones y/o pagos a cuenta, acreditaciones de saldos a favor o el saldo a favor de la 
Administración  se cancele o se difiera impropiamente (regímenes promocionales incumplidos, 
caducos o inexistentes, compensaciones no autorizadas por la Administración Provincial de 
Impuestos, etc.), no procederá para su impugnación el procedimiento de determinación de oficio 
previsto en este Código,  sino que bastará la simple intimación de pago de los conceptos 
reclamados o de la diferencia que generen en el resultado de dicha declaración jurada. 
 
Igual procedimiento al previsto en el párrafo precedente resultará de aplicación cuando los 
contribuyentes y/o responsables apliquen para determinar el tributo, alícuotas improcedentes a 
la actividad económica declarada por los mismos. 
 
Cuando los agentes de retención o percepción –habiendo practicado la retención o percepción 
correspondiente- hubieran presentado declaraciones juradas determinativas o informativas de 
su situación frente al gravamen de que se trate o, alternativamente, la Administración Provincial 
de Impuestos, constatare la retención o percepción practicada a través de los pertinentes 
certificados, no procederá la aplicación del procedimiento de determinación de oficio previsto en 
este Código, bastando la simple intimación de las sumas reclamadas. 
 
 
 
 
 

CAPÍTULO III 
 

VERIFICACIÓN Y FISCALIZACIÓN 
 

Medios para asegurar la verificación. 
ARTÍCULO 73 - Con el fin de asegurar la verificación de las declaraciones juradas de los 
contribuyentes y responsables, o el exacto cumplimiento de la declaración jurada como base de 
la determinación, la Administración Provincial de Impuestos tendrá las facultades establecidas 
en el artículo 22 de este Código. 
 
Asimismo, podrá requerir de los contribuyentes y demás responsables que realicen 
registraciones mediante sistemas de computación toda la información detallada en el artículo 47 
de este Código. 
 
ARTÍCULO 74 – Toda actividad de  inspección, verificación o fiscalización comenzará con una 
orden de intervención por funcionario competente que será notificada por los medios, en las 
formas y condiciones previstas por este Código, debiendo contener: 
 



a) Tributo/s sobre el/los que se realiza la inspección, verificación o fiscalización; 
 
b) Período/s fiscales objeto/s de la inspección, verificación o fiscalización;  
 
c) Nombre y apellido del inspector o funcionario interviniente; 
 
d) Expresa mención a que durante todo el procedimiento de inspección, verificación o 
fiscalización el contribuyente o responsable tiene derecho a contar con asesoramiento legal 
y contable a su exclusivo cargo, y a no efectuar declaraciones en su contra con incidencia 
penal. 

 
El contribuyente o el responsable, durante toda la actividad inspectora, verificadora o 
fiscalizadora podrán, por sí o por apoderado, presentar oposición fundada cuando no exista 
vinculación entre la orden de intervención y los requerimientos que se realicen durante el 
procedimiento. Esta oposición no tendrá efecto suspensivo. 
 
ARTÍCULO 75 – En todos los casos, los funcionarios que ejerzan las facultades de verificación 
y fiscalización, deberán extender constancias escritas de los resultados, de las manifestaciones 
verbales de los fiscalizados, así como de la existencia e individualización de los elementos 
exhibidos. Estas constancias escritas deberán ser firmadas también por los contribuyentes o 
responsables interesados. 
 
En el caso que el contribuyente o responsable se negare a firmar, se deberá dejar constancia 
de la negativa en el acto respectivo. 
 
Las constancias escritas, estén firmadas o no por el contribuyente o responsable, constituirán 
elementos de prueba en los procedimientos de determinación de oficio, en los recursos de 
reconsideración o de apelación, en los procedimientos por infracciones a las leyes fiscales y en 
los juicios respectivos. 
 
ARTÍCULO 76 - Podrá la Administración Provincial de Impuestos solicitar, en cualquier 
momento al juez competente, medida de aseguramiento de bienes, la que podrá consistir en 
embargo preventivo o, en su defecto, inhibición general de bienes, por la cantidad que 
presumiblemente adeudaren los contribuyentes o responsables o quienes pudieran resultar 
deudores solidarios.  
 
Cuando se solicitare y ordenare embargo sobre cuentas que el contribuyente o responsable 
posea en entidades bancarias y/o financieras, podrá alcanzar hasta el treinta por ciento (30%) 
de las sumas acreditadas o acreditarse en las cuentas bancarias. La Administración,  a pedido 
del contribuyente, tramitará la liberación inmediata de los fondos embargados que excedan el 
monto de la deuda reclamada. 
 
Este embargo podrá ser sustituido por garantía real o caución suficiente, y caducará si dentro 
de los ciento ochenta (180) días hábiles judiciales de trabada cada medida precautoria, la 
Administración Provincial de Impuestos no iniciare el correspondiente juicio de ejecución fiscal. 
 



El término fijado para la caducidad de estas medidas se suspenderá durante todo el término de 
sustanciación de los recursos, incluido el recurso contencioso administrativo, que pudieren 
interponer los contribuyentes responsables o cautelados, y hasta treinta (30) días posteriores de 
quedar firmes y ejecutoriadas las resoluciones recurridas. 
 
A los fines de solicitar las medidas de aseguramiento de bienes detalladas en el primer párrafo 
del presente artículo, la Administración podrá considerar los antecedentes y la conducta fiscal 
de los contribuyentes o responsables. 
 
 
 


